REGULA EL “LOBBY”, EN EL CONTEXTO DE LA AGENDA DE MODERNIZACIÓN DEL ESTADO

BOLETÍN N°3498-07

La discusión de la ley de control, límite y transparencia de gasto electoral en el marco de la "Agenda Corta de Reforma del Estado" acordada entre Gobierno y oposición en enero de 2003, puso en evidencia la complejidad de la relación entre dinero y política, y más aún, el cómo establecer una regulación adecuada donde por un lado no se menoscaben los derechos y libertades de las personas y por la otra, se promueva un sistema democrático basado en la transparencia y la igualdad de oportunidades para expresar las ideas.

Las interrogantes que quedaron al momento de legislar sobre el financiamiento electoral no fueron pocas. Más aún, muchos creían que limitando los gastos y aportes a las campañas electorales, se resolvería de una vez por todas las malas prácticas asociadas a ellas. En este sentido, no parece posible sostener ahora ‑como no lo parecía en aquel momento‑ que es sólo durante el período de elecciones donde los grupos de interés buscan "capturar" o "capturan", usando la jerga económica, a los candidatos. Tampoco es posible sostener que los sujetos pasivos de captura por parte de los grupos de interés, son sólo aquellos que tienen un cargo de representación popular (Presidente, parlamentario u alcalde), pues en general pueden ser sujetos pasivos de lobby cualquier autoridad que pueda establecer o modificar resoluciones de contenido económico.

Más aún, en el último tiempo se han planteado diversos reparos a la ley de control, limite y transparencia del gasto electoral, sobre cuestiones que fueron planteadas en la discusión del referido proyecto, pero en donde la coyuntura y la insensatez parecieron ser fundamentos más sólidos que la calidad de la legislación propuesta.

Así las cosas, la regulación del lobby no puede estar exenta de una discusión profunda y serena. En este sentido, cabe señalar al menos dos reflexiones en la materia.

Una primera reflexión es desdramatizar el problema. En este sentido, la manera en que se ha abordado el problema del lobby así como el del financiamiento de la política, es más bien resultado de la coyuntura que se generó tras conocerse los casos de corrupción en los que se vio envuelto la actual administración, que de una revisión y análisis profundo de un problema estructural más complejo, a saber, la demanda por influencia sobre el Gobierno, el Congreso y el Poder Judicial (en tanto instrumentos de regulación y distribución) ya sea para capturar "rentas políticas" (derechos) o evitar que otros las obtengan.

En este sentido, cabe preguntarse, entonces, ¿cuánto vale el dinero en política? Desde un punto de vista de los efectos sobre la decisión de votar, 50 años de literatura en materia de análisis electoral muestran que el dinero tiene efectos indirectos sobre la decisión de votar (lo cual se explica en mayor medida por que el cohecho en su sentido original ha desaparecido y se hace muy costoso ‑prácticamente imposible‑ fiscalizar el que un elector "comprado" vote en la urna, de la manera acordada), y más bien influyen aspectos tales como las condiciones económicas ‑empleo, inflación, nivel de salarios, etc.‑; características de los candidatos; temas de coyuntura; el desgaste del incumbente; etc. Los recursos pueden ser decisivos en la medida que permiten generar información relevante en el proceso electoral.

Ahora bien, desde un punto de vista de los efectos de las decisiones sobre la autoridad, el dinero se expresa bajo la forma de influencia en las decisiones de los agentes en las distintas esferas de poder (ejecutivo, legislativo y judicial). Ello tiene un límite en las necesidades de los agentes políticos de responder a las demandas de sus electores: si es que estas se contradicen con las decisiones que ellos toman se pone en riesgo sus posibilidades de reelección o simplemente de ser elegidos.

Una segunda reflexión tiene que ver, entonces, con la forma de abordar el problema. En este sentido, una primera solución tiene que ver con el tamaño que tiene el sector público en la economía. Estados grandes, obligan a generar una gran cantidad de regulaciones, y por lo tanto aumentan los espacios de captura y corrupción. Una segunda forma de abordar el tema tiene que ver con como se aumenta la competencia del sistema político, y en esta línea, también podría plantearse que si la democracia se entiende como el espacio de discusión de intereses diversos, la manera de evitar que sólo un grupo de la sociedad pueda verse favorecido en forma particular a costa del interés general, es ver como se generan mecanismos instituciones, incentivos, etc.; para aumentar la competencia de todos los intereses de la sociedad. El problema en este sentido, es que los costos de transacción de los distintos grupos son muy dispares, y la evidencia empírica muestra como grupos pequeños son muy eficientes para obtener rentas (con bajos costos de transacción para organizarse), mientras que grupos grandes (los consumidores, por ejemplo) no son capaces de organizarse para defender sus intereses.

Lo que es claro en esta materia, es que no se puede regular prohibiendo la competencia o existencia de los intereses particulares, en la medida en que ello implica de suyo abolir la sociedad libre y estar a merced de lo que alguien o algún grupo de personas definan y exijan para todos, un único interés general (que no es otra cosa que la imposición de sus propios intereses privados).

Una tercera forma de abordar esta cuestión, tiene que ver con la necesidad de transparentar la actividad del sector público. En este sentido, existen en Chile una gran cantidad de áreas que deben ser revisadas y transparentadas, y que son la base previa para cualquier regulación en materia de lobby o de financiamiento de la política. En este sentido, y como se verá a continuación, esta es la base del presente proyecto de ley.

2. La complejidad de la regulación del lobby.

Es por lo anterior, que la regulación precipitada del lobby, puede conducir al mismo camino. Porque ¿qué va a pasar con los e‑mails, las conversaciones telefónicas, los viajes, la vida social de los sujetos pasivos de lobby en general? ¿es posible regular el lobby hasta en esas circunstancias?

En efecto, si las normas sobre regulación del lobby se van a aplicar solamente en el Congreso o en las oficinas de la administración del Estado, se generan todos los incentivos para burlar la regulación y efectuar todo tipo de reuniones sociales (comidas, viajes, reuniones, etc.) o simplemente la utilización de otros lugares ad-hoc como las oficinas distritales o regionales de los parlamentarios. Por otro lado, si la regulación del lobby va a regir en cualquier parte, entonces se afectará la vida social y privada de las autoridades y parlamentarios, porque hasta a la salida de misa se les podrá plantear algún asunto regulado por el lobby.

El Mensaje presidencial N° 7‑350 del 30 de octubre de 2003 con que se inicia el "proyecto de ley que regula el lobby", presenta la propuesta del Ejecutivo en esta materia. Dicho proyecto de ley, si bien contempla algunos aspectos que parecen ir en la lógica correcta, es decir, en la lógica de transparentar las actuaciones del sector público, no aborda el tema en forma adecuada sino más bien tiende a crear más burocracia. Por otro lado, parece legitimar un área gris que esta en un punto medio entre el derecho de petición o la manifestación de intereses legítimos con el tráfico de influencias, lo que podría debilitar las figuras de conflicto de interés existentes y la de tráfico de influencia. Asimismo, no sólo quedan muchas dudas sobre los instrumentos utilizados para regular el lobby, sino también la efectividad de estos y la facilidad con que podrían ser burlados.

3. Una propuesta alternativa: Regulación del lobby aumentando la transparencia del sector público.

Dado todo lo anterior, se hace necesario proponer al país, un proyecto de ley que le entregue mayor transparencia al accionar de las autoridades públicas, a la vez que garantice la igualdad ante la ley de los ciudadanos para expresar sus ideas políticas y hacer ver a sus representantes la manera de implementar aquellas políticas que favorezcan el bien común, desde sus intereses y puntos de vistas particulares. De eso se trata la democracia. Asimismo, y como parte de lo anterior, se hace necesario reglar adecuadamente la actividad del lobby, estableciendo reglas que no tiendan a la burocratización ni a la simple proposición de conceptos vacíos alejados de la realidad.

En este sentido, y junto con transparentar la actividad del lobby, la sociedad en general y el sistema político en particular, debe hacerse cargo, entre otras cosas de la siguientes materias:

a.
Transparencia en las votaciones de sala y comisiones en el Congreso.

Parece razonable que los ciudadanos tengan información en forma gratis, simple y rápida sobre las actuaciones y votaciones de los parlamentarios, tanto en sala como en comisiones, porque es la forma más efectiva de ver los reales intereses representados por dichos parlamentarios. Así, los parlamentarios que privilegian intereses distintos a los de sus electores o que de alguna forma son percibidos por la ciudadanía como "intereses oscuros", probablemente no serán reelectos. En esta materia, se ha avanzado en el Senado, pero en la Cámara nadie sabe como se vota en comisión, porque no existe registro ni los informes dan cuenta de la votación en forma nominativa (sólo indican el número de votos a favor, en contra y las abstenciones).

b.

Publicidad de los actos administrativos.

Todo acto administrativo debiera ser público, y la autoridad debiera velar para que se haga público (registros de fácil acceso, páginas web, etc.). Así, el carácter de secreto, sólo quedaría como una excepción y vinculada a materias de seguridad externa (por lo tanto Defensa o Relaciones Exteriores) o interna (Interior). En este sentido, debe restringirse la facultad de establecer secreto o reserva de resoluciones y actos administrativos de servicios públicos.

c. "Puerta giratoria" entre el sector público y privado.

Se debe abordar el hecho de que autoridades públicas, una vez que abandonan su cargo, se incorporen a empresas que fueron regulas por ellas. Esto no tan sólo por la calidad y cantidad de información estratégica que manejan, sino porque podríamos tener autoridades que antes de salir del cargo comenzaran a postular a un cargo en las empresas reguladas y desde antes favorecerlas y entregar beneficios indebidos.

d. Declaración de intereses de autoridades públicas.

Toda autoridad pública debiera hacer una declaración sobre los distintos intereses que pueda tener, todo lo cual se debería ver reflejado en el ejercicio de sus funciones. La manera de garantizar esto es estableciendo la total transparencia y publicidad de dicha declaración.

PROYECTO DE LEY

"TITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1°.‑ La presente ley regula la actividad de promoción, defensa o representación de intereses legítimos de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas, con el objeto de influir en las decisiones que deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional; como asimismo establecer normas que fortalezcan la transparencia en el accionar de las autoridades públicas.

Para los efectos de esta ley se entiende por órganos de la Administración de Estado a los señalados en el artículo 1°, inciso segundo, del DFL N° 1/19653 de Ministerio Secretaria General de la Presidencia, del 2001, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación.

Artículo 2°.‑ Para los efectos de la presente ley se entenderá por lobby o gestión de intereses; aquella actividad, remunerada o no, que tenga por objeto promover, defender o representar cualquier interés legítimo de carácter individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.

Artículo 3°.‑ La actividad de lobby regulada en la presente ley, podrá desarrollarse a través de medios orales, escritos o electrónicos, realizadas por sí o por terceros, destinadas a influir en las siguientes categorías de decisiones:

a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la administración del Estado.

b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas.

Artículo 4°.‑No obstante lo señalado en los artículos precedentes, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:

a) Toda expresión realizada a través de discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;

b)
Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;

c)
Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;

d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;

e)
Las realizadas en el marco de un proceso o investigación judicial o administrativa;

f)
Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso;


g)
Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;


h)
La información entregada por escrito solicitada por una autoridad pública para efectos de tomar una decisión dentro de un procedimiento administrativo;

i) Las presentaciones hechas por escrito o en audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que contemple instancias para las presentaciones de los interesados o del publico en general y en el cual quede un registro publico de la presentación;

j) Las presentaciones hechas por una persona a fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud, o de empleo, en los siguientes casos:

i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

ii) Cuando en la presentación no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, o actos administrativos.

TÍTULO II

Normas especiales aplicables al lobby

Párrafo 1 °

Disposiciones generales.

Artículo 5°.‑No podrán ejercer la actividad de lobby:

a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, durante el ejercicio de sus funciones, y hasta un año después de su alejamiento del cargo.

b)
Los ex miembros del Poder ,judicial, hasta un año después de hacer abandono de las mismas.

Párrafo 2°

Derechos y obligaciones.

Artículo 6°.‑ Las autoridades señaladas en el artículo 10, no podrán discriminar entre personas que tengan o representen intereses sobre una misma materia, definida según el inciso final de ese artículo.

Una vez concedida una audiencia para una de dichas personas, la autoridad está obligada a otorgar audiencia a las demás que soliciten exponer sobre la misma materia; para este efecto, la autoridad podrá convocar a una audiencia pública a los interesados, notificándolos con a lo menos cinco días de antelación por carta certificada u otro mecanismo fidedigno, al domicilio que hubiere señalado el solicitante,.

Artículo 7°.‑ En sus relaciones con las personas que realicen lobby, las autoridades y funcionarios deberán observar de manera estricta el principio de probidad administrativa.

Artículo 8°.‑ Toda persona que solicite audiencia para los efectos de esta ley, estará obligada a exhibir la verdadera naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a su ocultamiento, o le otorguen una representación, pertenencia o membresía de la que carece.

La solicitud de audiencia, para los efectos de esta ley será por escrito y se acompañará una minuta que contenga, a lo menos, lo siguiente:

a)
Individualización completa del solicitante; y si fuere persona jurídica, se señalará además su representante legal;

b) Si se actúa en interés propio o de terceros, caso en el cual se individualizarán;

c)
La materia sobre la cual versará la audiencia, con los datos suficientes para comprender el alcance de la solicitud que se formulare; y

d)
Si ha solicitado audiencia sobre la misma materia con otras autoridades, y si dicha audiencia se hubiere ya realizado y con qué fecha.

Si se hubiere acogido una solicitud verbal de audiencia, la minuta señalada precedentemente se entregará al inicio de la audiencia.

Artículo 9°.‑ Estará prohibido a las personas que efectúen actividades de lobby y a sus empleados, hacer entrega a las autoridades, miembros y funcionarios de cualquier poder del Estado, datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos. Asimismo, estos datos, informaciones o antecedentes deberán ser perfectamente identificables en cuanto a su origen a autoría.

Párrafo 3 °

Del registro de reuniones en las instituciones publicas

Artículo 10°.‑ Las reuniones efectuadas con arreglo a esta ley, que se efectúen entre cualquier persona y las autoridades y funcionarios que a continuación se indican, serán registradas en un libro que será público y que estará disponible para consulta de cualquier persona:

a) En la Administración Central: el Presidente de la República; los Ministros y Subsecretarios; las Jefes de Servicios; los Embajadores; los Jefes de División o Departamento de un ministerio 0 servicio público; los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado.

b) En la administración regional, provincial y comunal: los Intendentes; los Gobernadores provinciales; los Secretarios regionales ministeriales; los Consejeros regionales; los Alcaldes; los Concejales municipales.

c)
En la Contraloría General de la República: el Contralor General; el Sub contralor; los Jefes de División y el Fiscal.


d) En el Banco Central: el Presidente del Banco; el Vicepresidente; los Consejeros; el Gerente General; el Fiscal.

e) En las Fuerzas Armadas y de orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad.

f) En las empresas publicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio; los Miembros del directorio, y el Gerente General.

g)En el Congreso Nacional: los Diputados y Senadores.

Las autoridades podrán hacer públicas las normas básicas por las cuales se regirán las audiencias individuales o colectivas, destinadas a escuchar planteamientos sobre materias sometidas a su conocimiento.

Una vez finalizada la audiencia, la autoridad deberá consignar en un registro público los datos de la minuta presentada por el interesado, así como la individualización de los funcionarios que hubieren asistido. Si la autoridad contare con un sitio en internet, se incluirán en él dichos antecedentes y se mantendrán mientras no esté resuelta la respectiva solicitud, y en todo caso, estará disponible durante un año. La publicación en internet no exime de contar con un registro a disposición del público. Para consultar este registro no será necesario individualizarse.

TÍTULO III

De las sanciones aplicables a los funcionarios públicos

Artículo 11°.‑ Si en la investigación de las denuncias o irregularidades detectadas resultare acreditada la participación de funcionarios de los poderes ejecutivo y legislativo, que no sean parlamentarios, las sanciones a aplicar serán las señaladas en el artículo 116 de la ley N° 18.834.

Será competente para aplicar la sanción, la autoridad que haya nombrado al funcionario afectado.

Artículo 12°.‑Si durante el curso de la investigación, el fiscal conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivos de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva a los tribunales de justicia.

TITULO IV

De las normas que aumentan la transparencia en el accionar de las autoridades públicas

Artículo l3°.‑Introducese las siguientes modificaciones a la Ley N°18.918:

1. Introducese un artículo 13° bis nuevo:

" Artículo 13° bis. Todas las votaciones de los Senadores y Diputados, efectuadas tanto en la sala como en comisión, exceptuadas aquellas que tengan el carácter de secretas, serán públicas. Para ello, serán públicos los informes de comisión, en los que deberá constar la votación en forma nominativa; así como las votaciones efectuadas en sala.

La información establecida en el inciso anterior, será publicada en el sitio de internet del Congreso, así como en un boletín confeccionado para tal propósito de carácter periódico que estará a disposición del público en la entrada de dicha institución."

2. Intercálese en el inciso final del artículo 5 letra C), la siguiente frase a continuación de la expresión "Cámara":

"publicará dichas declaraciones en el sitio de internet respectivo".

Artículo 14°.‑ Introdúcese las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.575:

1.Sustitúyese el artículo 13 de la ley N°18.575 por los siguientes:

"Articulo 13.‑ Los funcionarios de la Administración del Estado deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las normas legales generales y especiales que lo regulan.

La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella.

Son públicas los actos administrativas de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que les sirvan de sustento 0 complemento directo y esencial.

La publicidad a que se refiere el inciso anterior se extiende a los informes y antecedentes que las empresas privadas que presten servicios de utilidad pública y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del articula 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, proporcionen a las entidades estatales encargadas de su fiscalización, en la medida en que sean de interés público, en que su difusión no afecte el debido funcionamiento de la empresa y en que el titular de dicha información no haga uso de su derecho a denegar el acceso a la misma, conforme a lo establecido en el articulo 13 C.

Artículo 13 A.‑ Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la documentación que hubiere sido declarada secreta por los ministerios del Interior, en materias de seguridad interior; de Relaciones Exteriores, en materias de seguridad exterior, o de Defensa Nacional, en materias de seguridad nacional; deberá ser desclasificada y puesta a disposición del público mediante decreto de la autoridad que ordenó la clasificación, tan pronto hubieren cesado las circunstancias que la motivaron; en todo casa, trascurridos treinta años desde la dictación del decreto respectivo, quedará de pleno derecho a disposición del público.

Artículo 13 B.‑ Los órganos del Estado señalados en el artículo 1°, con excepción de las Fuerzas Armadas, deberán poner a disposición permanente del público los siguientes antecedentes, debidamente actualizados:

l.‑ Su estructura orgánica;

2.‑ Las facultades de cada unidad administrativa;

3‑. La planta del personal, tanto a contrata como a honorarios, con las correspondientes remuneraciones;

4.‑ Los objetivos de las unidades administrativas de acuerdo a sus programas operativos, y los servicios que ofrece;

5.‑ E1 marco normativo que les sea aplicable;

6.‑ Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios;

7.‑ La información sobre el presupuesto asignado y los informes sobre su ejecución;

8.‑ Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestario de cada órgano de la administración del Estado;

9.‑ El diseño, montos asignados y criterios de acceso a los programas de subsidios, y las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución;

10.‑ Las concesiones, permisos y autorizaciones otorgados, con especificación de los titulares de aquéllos;

11.‑ Las contrataciones que se hayan celebrado en conformidad con la legislación vigente, debiendo detallarse en cada caso:

a) Las obras públicas, los bienes adquiridos o arrendados y los servicios contratados. En el caso de estudios o investigaciones, deberá indicarse el tema específico;

b)

Los montos involucrados;

c)
E1 nombre del proveedor, contratista o de la persona natural o jurídica con quien se haya celebrado el contrato, y

d) Los plazos de cumplimiento de los contratos, y

12.‑ Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.

Ninguna norma de carácter reglamentario podrá ser invocada para negar la información señalada en este artículo.

Artículo 13 C.‑ En caso de que la información referida en el artículo anterior no estuviera a disposición del público, el interesado tendrá derecho a requerirla por escrito al jefe del servicio respectivo.

Cuando el requerimiento se refiera a documentos o antecedentes que contengan información que pueda afectar los derechos o intereses de terceros, el jefe superior del órgano requerido, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, deberá comunicar mediante carta certificada, a la o las personas a que se refiere o afecta la información correspondiente, la facultad que les asiste para oponerse a la entrega de los documentos solicitados, adjuntando copia del requerimiento respectivo.

Los terceros interesados podrán ejercer su derecho de oposición dentro del plazo de tres días hábiles contado desde la fecha de notificación, la cual se entenderá practicada al tercer día de despachada la correspondiente carta certificada. La oposición se presentará por escrito y deberá ser fundada.

Deducida la oposición en tiempo y forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados, salvo resolución judicial en contrario, dictada conforme al procedimiento que establece el artículo siguiente. En caso de no deducirse la oposición, se entenderá que el tercero afectado accede a la publicidad de dicha información.

El jefe superior del órgano requerido deberá pronunciarse sobre la petición, sea entregando la documentación solicitada o negándose a ello, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contado desde la formulación del requerimiento, o desde la expiración del plazo concedido al tercero afectado, en el caso previsto en el inciso séptimo.

El jefe superior del órgano requerido deberá proporcionar la documentación que se les solicite, salvo que concurra alguna de las causales que establece el inciso siguiente, que le autorizan a negarse. En este caso, su negativa a entregar la documentación deberá formularse por escrito y fundadamente, especificando las razones que en cada caso motiven su decisión.

Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar la entrega de los documentos o antecedentes requeridos son la reserva o secreto establecidos en disposiciones legales: el que la publicidad impida el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido; la oposición deducida en tiempo y forma por los terceros a quienes se refiere o afecta la información contenida en los documentos requeridos: el que la divulgación o entrega de los documentos o antecedentes requeridos afecte los derechos o intereses de terceras personas que se hubieren opuesto, y el que la publicidad afecte la seguridad de la Nación.

Cuando el jefe superior del órgano denegare la entrega de los documentos o antecedentes fundado en alguna de las causales señaladas en el inciso anterior, deberá de oficio remitir una copia de la solicitud a la Cámara de Diputados para que ésta ejerza sus facultades constitucionales y legales, si lo estima pertinente. Del mismo modo, el solicitante también podrá, en caso que le fuere negada la información, hacer llegar una copia de su solicitud a la misma Cámara.

Con todo, no se podrá negar la información sobre un acto administrativo o sus antecedentes, cuando afecten a persona determinada, y sea ésta quien solicita personalmente la información."

Artículo 15°.‑Introducese las siguientes modificaciones a la Ley N°18.575:

1.
Sustitúyese la expresión "seis meses" establecida en el inciso final del artículo 56° de la Ley N°18.575,por la expresión "un año".

2.
Introducese un nuevo inciso segundo al articulo 57°, de la Ley N° 18.575:

"La declaración establecida en el inciso anterior tendrá el carácter de pública, y para cumplir tal propósito, será publicada en la página de internet de la institución en la cual ejerza sus labores el funcionario respectivo".

Artículo 16°.‑Sustitúyese la letra h) del artículo 55 de la ley N°18.834 por la  siguiente:

"h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reservados en virtud de la ley;".

Artículo17°.‑
 Derógase el artículo 8° del decreto ley N°488, de 1925.”.

